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I. El enfoque de los derechos de la infancia 
y la necesidad de desarrollar protección social para los niños

El tratado internacional sobre los “Derechos del Niño” ha surgido de un con-
senso universal por parte de la comunidad internacional en la Convención de 
1989 de Naciones Unidas (Convención sobre los Derechos del Niño, por sus 
siglas CDN), el cual considera a los niños y niñas como sujetos de protección 
y por tanto, promueve el cumplimiento de estos derechos (AGNU, 1989). 
Este marco se deriva de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
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134 YEDITH GUILLÉN FERNÁNDEZ

(DUDH), aprobada en 1948, en donde existe un reconocimiento universal 
de que todo ser humano es titular de los derechos y de las libertades que han 
sido acordados universalmente; entre ellos el derecho a un nivel de vida ade-
cuado para cada persona y su familia, a través del acceso a la alimentación, 
al vestido, a la vivienda, a los servicios sociales necesarios, la seguridad social, 
educación y la protección social para todos los niños (AGNU, 1948; artículos 25 y 
26). Bajo el marco específico de los derechos del niño (1989), la Convención de 
las Naciones Unidas ha establecido obligaciones del Estado, la sociedad y las 
familias con el fin de garantizar la protección y el cuidado para el bienestar del 
niño. Por ejemplo, en el artículo 26 de la CDN se encomienda a los Estados 
parte otorgar el derecho a la seguridad social para los niños, además se señala 
que se deben adoptar las medidas necesarias para su realización y conforme 
a sus legislaciones nacionales. 

De esta manera, las Naciones Unidas reconocen que la pobreza infantil 
y la privación significan la violación de los derechos del niño y para ello definen el 
conjunto de necesidades y servicios básicos a los que los niños deben tener 
acceso para garantizarles sus derechos:

...Los niños que viven en la pobreza se ven privados de nutrición, agua y sa-
neamiento, acceso a servicios básicos de atención de salud, vivienda, educa-
ción, participación y protección, y que si bien una carencia grave de bienes 
y servicios afecta a todo ser humano, es más amenazante y perjudicial para 
los niños, lo que les impide disfrutar de sus derechos, para alcanzar su pleno 
potencial y para participar como miembros plenos de la sociedad (UNGA, 
2006: 46).

Gordon et al. (2003) afirman que la privación severa de los derechos 
básicos tiene consecuencias adversas graves que pueden ser irreparables en 
el corto o largo plazo, para la salud, el bienestar y el desarrollo de los niños. 
Entonces, la ratificación de los tratados y declaraciones internacionales de 
derechos humanos conlleva a los Estados-nación a ser partes y a asumir 
obligaciones en virtud del derecho internacional, para garantizar el cum-
plimiento de los derechos humanos; por lo que los gobiernos deben coo-
perar para este fin, proporcionando los procedimientos para implementar 
los tratados internacionales a su ámbito jurídico interno. Esto implica que 
si la protección jurídica nacional no puede resolver los abusos cometidos en 
la realización de los derechos humanos, entonces sí existe un mecanismo 
a nivel regional e internacional para la aplicación de las normas interna-
cionales de derechos humanos al nivel local (AGNU, 1948). Por lo tanto, 
una vez que se ofrecen estructuras legales, los mecanismos adecuados para 
la judicialización de los derechos humanos, sociales y del niño deben ser 
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135DERECHOS DEL NIÑO

implementados a través de la cooperación de los gobiernos locales y na-
cionales. Aproximadamente 191 Estados-nación definieron algunos meca-
nismos para el cumplimiento de los derechos de la infancia. Los Estados 
determinaron sanciones en la CDN de 1989 para proteger a los niños de la 
desnutrición, maltrato, negligencia, abuso y explotación para impedir que 
se les prive de los servicios públicos a los que tienen derecho, incluyendo la 
educación y la información. Además acordaron que deben crearse las insti-
tuciones adecuadas para conferir a sus ciudadanos el derecho a la seguridad 
social (AGNU, 1989). 

Pemberton et al. (2012) han descrito el valor del enfoque de derechos 
humanos para la reducción de la pobreza infantil y fundamentan su ar-
gumento en Robinson (ex alta comisionada de la ONU para los derechos 
humanos), quien destacó en 2002 durante la Cumbre Mundial para el De-
sarrollo Sostenible, la importancia de las convenciones sobre los derechos 
humanos, ya que éstas imponen deberes trascendentales a los Estados-na-
ción. Ella menciona en su discurso que “... un enfoque de derechos humanos 
aporta un valor, ya que proporciona un marco normativo de las obligacio-
nes que tiene el poder legal, para hacer que los gobiernos rindan cuentas” 
(Robinson, 2002: 1). Dado que el marco de los derechos humanos establece 
normas universalmente acordadas, y que son violadas por la existencia de 
la pobreza infantil, entonces, este marco sugiere modelos de protección so-
cial comprehensivos y mecanismos de evaluación para el proceso de formu-
lación e implementación de políticas sociales (CDESC, 2001; UN, 2004; 
Townsend, 2009; Pemberton et al., 2012; Donald y Mottershaw, 2009). 

1. Política social y mecanismos para la protección de los derechos del niño

Los principios de los derechos humanos que se han establecido en la 
DUDH son universalidad, interdependencia, indivisibilidad, igualdad y no 
discriminación (1948). Despouy (1996) argumenta a partir de este punto de 
vista que la pobreza no es considerada como una negación de un derecho 
o de una categoría de derechos en particular, sino como negación de los 
derechos humanos en su conjunto; por lo tanto, los sistemas de protección 
social deben desarrollarse con base en esta perspectiva. Townsend (2009) 
reconoce que las políticas ofrecidas para proteger el bienestar de los niños 
en el mundo en desarrollo no han sido suficientes para lograr el Objetivo de 
Desarrollo del Milenio de 2000 de erradicar la pobreza extrema, el hambre 
y la mortalidad infantil para 2015; asimismo el autor identifica el problema 
de que la seguridad social de los niños se aborda considerando la unidad fa-
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136 YEDITH GUILLÉN FERNÁNDEZ

miliar, es decir, a partir de los beneficios sociales a los que el hogar puede o 
no por derecho acceder en su conjunto, por lo que el niño no es reconocido 
como sujeto de derecho, por sí mismo.

En este sentido, la OIT (Organización Internacional del Trabajo) (ILO, 
2001) señala que hay un problema importante con respecto a la cobertura 
de la seguridad social, en particular en el mundo en desarrollo, donde una 
gran parte de la población desarrolla actividades informales. Si esto es cier-
to, entonces muchos niños no tienen derecho a la seguridad social y a la 
atención médica, ya que dependen de sus padres; en este sentido, el derecho 
para el acceso a estos servicios públicos, en particular de la salud debe ser 
visto como un derecho de cada individuo, desde su nacimiento. Estas cues-
tiones nos llevan a abordar el problema del acceso a la seguridad social para 
todos los ciudadanos, como se estipula en la DUDH, es así que Cichon y 
Scholz (2009) han analizado los países de la OCDE (Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos) en su correlación entre el creci-
miento económico y el aumento del gasto en protección social, los autores 
mostraron que se necesita un mecanismo de redistribución a través de sistemas de 
seguridad social y de transferencias sociales,1 con el fin de encontrar un incenti-
vo para la reducción de la pobreza y, por tanto, un efecto en el desarrollo 
social; por lo que el crecimiento económico no es un mecanismo directo o 
automático para aliviar la pobreza, se tiene que gastar en protección social 
para incentivar la economía, evitar y erradicar la pobreza.

Las siguientes cifras (cuadro 1) muestran un cambio en la incidencia de 
la pobreza como una medida del ingreso,2 antes y después de transferencias 
(incluye prestaciones sociales y transferencias monetarias), para los países de 
la OCDE, entre ellos Chile y México. Así, podemos observar que estos dos 
países latinoamericanos muestran que el porcentaje de gasto social y públi-
co como porcentaje del PIB es bajo y por tanto reducen la tasa de pobreza 
por ingresos en una pequeña proporción, antes y después de transferencias 
en 2011, con respecto a los países europeos, los cuales se observa que gastan 
un mayor porcentaje. Este es un ejemplo de cómo las transferencias sociales 
pueden tener un impacto en la reducción de la pobreza, como medida del 
ingreso, si se invierte en gasto social en una mayor proporción, sin embargo, 
el resto del estudio sostiene que la pobreza es multidimensional y se mues-
tra que el sistema de protección social es más amplio y programas sociales 

1  Transferencias sociales de acuerdo a la definición de OECD (2003) incluye prestacio-
nes de seguridad social, otras prestaciones de seguridad social en especie, prestaciones de 
asistencia social en especie, transferencias individuales de bienes y servicios que no son del 
mercado.

2  El umbral de pobreza se fija en el 50% del ingreso medio de la población.
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137DERECHOS DEL NIÑO

como las TMC en AL no han reducido sustancialmente la pobreza y la pri-
vación en la infancia.

Cuadro 1. Pobreza de ingresos entre los países de la OCDE, 
antes y después de transferencias sociales, 2011

País

Gasto social 
total neto 

como porcen-
taje del PIB*

Gasto públi-
co en familia 
como porcen-
taje del PIB**

Gasto públi-
co en salud 

como porcen-
taje del PIB

Tasa de pobreza de la pobla-
ción total***

Antes de trans-
ferencias 

Después de 
transferencias

Chile 13.2 1.5 3.7 0.23 0.18

México 9.2 1.1 3.1 0.27 0.21

Reino Unido 27.6 3.8 8.1 0.30 0.10

Suecia 26.3 3.7 7.3 0.27 0.10

Noruega 20.5 3.2 6.2 0.26 0.08

Fuente: elaboración propia con base en estadísticas de la OCDE (OECD, 2014).
Nota: la información de los tipos de gastos es de 2009.

*  La información incluye transferencias monetarias y prestaciones. 
**  La información incluye beneficios en especie y en dinero. 

***  La línea de pobreza se fija al 50% del ingreso medio de la población, antes/después de 
transferencias y de impuestos. La información de los datos para México es de 2012.

Townsend propone que se desarrollen mecanismos para cumplir con 
el principio de progresividad, como estrategia para hacer frente a la ase-
quibilidad en la cobertura de la seguridad social y los servicios públicos de 
salud. Por ejemplo, Tailandia se caracteriza por iniciar con un enfoque frag-
mentario que comenzó atendiendo a los pobres a través de un esquema de 
bajos ingresos implementado en 1975 y que además implicó una iniciativa 
progresista que permitió posteriormente en 2002 una cobertura universal. 
Sudáfrica ha puesto en marcha desde su transición democrática en 1990, 
estrategias para el cumplimiento progresivo de los derechos humanos y la 
seguridad social, y no se ha impedido el crecimiento económico (Townsend, 
2009). En América Latina, Costa Rica cuenta con la más extensa cobertura 
del sistema de seguro social en salud y es obligatorio para toda la población 
(Ginneken, 2003). En Noruega se han considerado dos tipos generales de 
planes sociales, de éstos, el esquema universal, el cual es particularmente 
importante para ofrecer educación gratuita, atención médica, así como el 
desarrollo de infraestructura, y por otro lado, la focalización que significa 
dar asistencia social únicamente a aquéllos que clasifican como pobres de 
acuerdo a un determinado umbral de la pobreza (Villanger, 2008). Enton-
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138 YEDITH GUILLÉN FERNÁNDEZ

ces se plantea que las políticas deben ser progresivas con el propósito de 
respetar los derechos sociales de los ciudadanos, la cuestión de la asequibili-
dad de los planes de protección social puede ser superada a través de varias 
estrategias económicas, especialmente relacionadas con la recaudación y 
redistribución de impuestos, pero también esta cuestión está vinculada a 
otros factores sociales, como la solidaridad (Lister, 2007; Townsend, 2008).

2. Derechos en la infancia y ciudadanía

Esta sección muestra que el reconocimiento de la ciudadanía infantil 
permite avanzar al cumplimiento de los derechos del niño. Uno de los as-
pectos del reconocimiento de la ciudadanía infantil es el ejercer justicia para 
los niños que viven en pobreza, lo cual implica compromiso social, partici-
pación política, toma de decisiones, entre otros aspectos, con el fin de que 
los niños accedan a los recursos económicos, sociales y públicos. Por esto, 
la accesibilidad de los servicios, la disponibilidad de información y asesora-
miento es crucial en la reducción de la brecha entre los derechos formales y 
el goce de los derechos en la práctica, en especial para los grupos que viven 
en pobreza (Lister, 2008). El vínculo que existe entre ciudadanía y derechos 
favorece hallar nuevas vías para aplicar la democracia y por consiguiente, 
a través del reconocimiento de la ciudadanía se impulsa la lucha contra la 
pobreza, la exclusión social, la discriminación y las desigualdades sociales 
(Gibbons, 2006). Varios estudiosos han argumentado la necesidad de consi-
derar a los niños como ciudadanos de pleno derecho para que éstos puedan 
acceder a los servicios públicos que provee el Estado e igualmente partici-
pen de los beneficios sociales que proporcionen sus sociedades. La pobreza 
infantil significa la violación de los derechos del niño, la negación de las ga-
rantías y libertades mínimas que han sido establecidas en la CDN. Los niños 
que sufren la pobreza y la privación social no participan como miembros 
plenos de la sociedad, y consecuentemente, el Estado y la sociedad no pro-
porcionan los medios para su desarrollo personal y social (UN, 1948, 1989; 
Townsend, 1979, 2008; Gordon et al., 2003; Minujin et al., 2006). 

Minujin (2009) afirma que la pobreza más acuciante es la que surge de 
la negación de los derechos como ciudadano, y la ciudadanía integra los 
derechos sociales, culturales, económicos, civiles y políticos. Asimismo, la 
ciudadanía incluye el pleno goce de los derechos sociales además de la for-
ma de garantizarlos para que puedan hacerse efectivos. El autor se basa en 
T. H. Marshall (1998) para argumentar que es la condición de ciudadanía 
que permite que todos tengan igualdad de derechos y deberes en la socie-

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/ZuOux3

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales



139DERECHOS DEL NIÑO

dad; en particular, la participación, que es uno de los principios definidos en 
la CDN y captura la esencia del significado de la ciudadanía; el concepto se 
refiere a “la capacidad de expresar las decisiones que son reconocidas por el 
entorno social y que afectan a la vida de todos y a la vida de la comunidad 
en la que uno vive”. Por lo tanto podemos deducir de esta afirmación que 
los niños son parte de toda la comunidad y, por tanto, son ciudadanos por 
derecho propio (Minujin, 2009, cita a Hart, 1993:23-4). Esto permitiría la 
posibilidad de implementar un mecanismo para la justicialización de los 
derechos del niño. Bustelo (2011) señala que la manera de ampliar la ciuda-
danía en América Latina, donde aún prevalecen grandes disparidades en la 
distribución del ingreso y la riqueza, es a través del respeto de los derechos 
sociales y económicos, ya que su dominio es el lugar donde la ciudadanía 
puede converger hacia la igualdad. Entonces, la agenda de la política social 
en América Latina debe orientarse en el avance hacia la ciudadanía social, 
con el propósito de evitar la pobreza, la exclusión social y las desigualda-
des. Además, el autor sostiene que esto implica una concepción de gober-
nanza con respecto a los derechos sociales, y depende de un compromiso 
global para la expansión y el fortalecimiento de una democracia participa-
tiva. Pero la ciudadanía también puede orientarse a través de esquemas de 
universalismo como un sistema de protección social que pueda contribuir a 
la construcción de naciones democráticas estables donde se respeten los de-
rechos sociales, civiles y políticos, como se ha visto en los procesos históricos 
de la mayoría de los países desarrollados (Neubourg, 2009).

Se distingue un proceso de democratización en Latinoamérica desde la 
década de los años noventa en donde la CDN que entró en vigor en 1990, 
influyó en la creación de leyes nacionales para la realización de los derechos 
humanos en estos países. La CDN representa un esfuerzo trascendental en 
la contribución del cambio social en los países de AL en favor de los niños, 
ya que la pobreza se ha criminalizado para aquellos niños que no tienen los 
medios suficientes para un nivel de vida adecuado. En Brasil, por ejemplo, 
los derechos de los niños fueron codificados en la Constitución de 1988 en 
su artículo 227, y en Chile, después de 20 años de reducción del gasto social 
durante la dictadura, el Estado llevó a cabo una reforma a la educación, 
establecidos en su Constitución desde 2003, que garantiza a todos los niños 
el derecho a completar 12 años de educación gratuita. A partir de este mo-
mento, la UNICEF emprendió el compromiso de participar en el desarrollo 
de políticas sociales para cumplir con las normas mínimas establecidas en 
la Convención (CDN). En consecuencia, Chile se benefició de la consolida-
ción de estos procesos y de la creación de instituciones democráticas, por lo 
que comenzó a corregir diferentes disparidades sociales (Gibbons, 2006). La 
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140 YEDITH GUILLÉN FERNÁNDEZ

importancia de considerar a los niños como ciudadanos de pleno derecho 
conlleva a la posibilidad de que el niño, o en su nombre, pueda exigir sus 
derechos sociales, y la posibilidad de que la sociedad y el Estado construyan 
mecanismos jurídicos y de política social para el respeto de los derechos de 
los niños y que puedan participar en sociedad. 

II. TMC vs. esquemas de protección universal para erradicar 
la pobreza y la privación infantil en América Latina

El sistema de protección social se define por las Naciones Unidas (2000) 
como un conjunto de políticas y programas públicos y privados aprobados 
para diferentes contingencias para compensar la ausencia o reducción del 
ingreso por trabajo, así como para ayudar a las familias con niños y proveer 
acceso a los servicios de salud y vivienda. Cecchini y Martínez (2011) ex-
plican que la falta de seguridad social es un problema y puede ser causa de 
pobreza: los autores mencionan que con base en datos proporcionados por 
la CEPAL (2010), había 183 millones de personas que viven en la pobreza 
en AL durante 2009, es decir, un tercio de la población de esta región, de 
estos, 74 millones de personas vivían en pobreza extrema o indigencia, y 
entre 2008 y 2009, tres millones de personas cayeron en la pobreza extrema, 
debido a la crisis económica mundial, el aumento del desempleo, la infor-
malidad y los mecanismos de protección social insuficientes.

Además, menos de la mitad de la población ocupada está incluida en 
el mercado de trabajo formal y cuenta con algún tipo de protección social 
contributiva para hacer frente a contingencias y riesgos estructurales; sin 
embargo, esto no es cierto para la población que queda excluida del mer-
cado formal de trabajo y por lo tanto no tienen acceso a este tipo de meca-
nismos. Asimismo, hay otros grupos de población que no están incluidos en 
el régimen contributivo, por lo que, si no pertenecen a otro tipo de protec-
ción social, pueden estar en grave riesgo de caer en la pobreza, como por 
ejemplo, en circunstancias económicas adversas, estos grupos de población 
son personas de la tercera edad, niños y personas con discapacidad. Los sistemas de 
protección social no contributivos, como los programas de transferencias 
sociales se diseñaron para cubrir esta población. De acuerdo con esto, el 
sistema de protección social en América Latina se puede clasificar en dos 
tipos principales: los regímenes no contributivos, conocidos como programas 
de asistencia social, que pueden incluir medidas universalistas o focalizadas, 
y el sistema de protección social contributiva, conocido como el régimen de 
seguridad social (Román, 2012). Sin embargo, los distintos países de la región 
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tienen una historia particular en la ejecución de su sistema de protección 
social en su conjunto, así como para el diseño de políticas de lucha contra 
la pobreza.

La evidencia muestra que los programas de transferencias monetarias 
condicionadas (TMC) tienen algunos impactos positivos en sólo algunas ra-
mas del capital humano, como la educación y la nutrición, como en Ni-
caragua con la implementación del programa “Red de Protección Social” 
(RPS).3 Sin embargo, estos programas no reducen o alivian la pobreza, su 
impacto se encuentra más en la reducción de la brecha de pobreza en algu-
nos países de América Latina, como por medio del programa “Oportunida-
des” de México, que tiende a tener un efecto importante en la gravedad de 
la pobreza, pero el impacto en la proporción de hogares pobres es mínimo 
(Skoufias y Parker, 2001; Godoy, 2004; Maluccio y Flores, 2004). Algunas 
otras evaluaciones de impacto para el caso de Brasil, en la aplicación del 
programa “Bolsa Escola”, muestra que las becas de Brasil han tenido un im-
pacto bajo en la reducción de la pobreza debido a la cantidad baja de trans-
ferencias que se ha destinado, así mismo, el programa no ha tenido efectos 
positivos para que las familias puedan generar ingresos autónomos (Godoy, 
2002). También, Rawlings (2002) plantean que para Colombia, el progra-
ma “Familias en Acción” muestra incapacidad para cubrir las zonas rurales 
y aisladas, ya que las zonas seleccionadas deben cumplir con los criterios 
básicos de elegibilidad, tales como la existencia de un banco y la presencia 
de una adecuada oferta en educación y salud, lo que resulta en una probabi-
lidad importante de exclusión, o en el caso de Nicaragua en la aplicación del 
programa RPS donde la distancia geográfica es un factor determinante para 
que los niños asistan a la Escuela (Villatoro, 2005). No está clara la viabili-
dad de los programas de TMC para asegurar que los beneficiarios puedan 
superar la línea de pobreza, en el corto plazo depende de la cantidad de las 
transferencias recibidas; así como en la focalización del programa, entre más 
pobres sean los hogares será más complejo que puedan superar el umbral 
de la pobreza, y sobre la no ocurrencia de crisis económicas. En el mediano 
plazo dependerá de la capacidad de las familias para generar ingresos de ma-
nera independiente, que depende a su vez de la calidad de la educación, las 
tasas de empleo, tasas generales de retorno de la educación, etcétera (Villato-
ro, 2004; Britto, 2006). Podemos deducir de esto que los programas de TMC 
son orientados a la población pobre y tienen el propósito de mitigar el efec-

3  De acuerdo con el estudio de evaluación de impacto de la “Red de Protección Social” 
(RPS) en Nicaragua, hubo una estimación de doble diferencia de los cambios en la matrícula 
entre el grupo de intervención y el grupo control de 22% entre 2000 y 2001y un 18% entre 
2002 y 2000 (Maluccio y Flores, 2004). 
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to de las crisis económica, mientras que el universalismo tiene una lógica 
diferente, ya que implica el respeto de los derechos sociales de las personas.

Sin embargo, el panorama es más prometedor en cuanto a la erradica-
ción de la pobreza infantil para Chile, Costa Rica y Uruguay. Las cifras de 
pobreza infantil y las privaciones pueden ser analizadas teniendo en cuenta 
su sistema de protección social. CEPAL y UNICEF (2010) estiman que la 
pobreza infantil, medida por los ingresos del hogar muestra las tasas más 
bajas de pobreza para Costa Rica con 21% de los niños, en Chile con un 
23% de los niños y 24% en Uruguay. Además, cuando las privaciones mo-
deradas y severas se calculan conjuntamente, Chile, Costa Rica y Uruguay 
muestran tasas más bajas que el promedio en AL, se consideran la privación 
en acceso a educación (5%), salubridad (6​​%), agua potable (5%), calidad de 
la vivienda (12%) y de información (3%), como promedio de los tres países. 
El sistema costarricense de seguridad social, en comparación con otros siste-
mas de América Latina muestra una serie de logros significativos; mientras 
que la cobertura de la seguridad social es muy baja en dos terceras partes 
de los países de América Latina, Costa Rica es el país de la región con la 
mayor cobertura de seguridad social en salud, con el 87% de la población 
total (Mesa-Lago, 2008). De acuerdo con Robles (2009), los programas de 
asistencia social universal en AL han sido iniciativas por parte de los gobier-
nos de Chile, Argentina, Uruguay y Costa Rica.4

III. Un análisis de los factores socioeconómicos que inciden 
en la privación infantil para el caso de México

Varios pioneros en los estudios de pobreza como Townsend (1979), Alti-
mir (1979), Sen (1982), etcétera, argumentan que la pobreza y las privacio-
nes son de naturaleza multidimensional; por lo que se deben desarrollar me-
diciones pertinentes y orientadas a la construcción de las políticas sociales 
que busquen el cumplimiento de los derechos con el fin de aliviar la pobreza 
infantil. El diseño de la política social actual para el combate de la pobre-
za en América Latina en general no ha considerado medidas de privación 
infantil específicas, es decir, los niños no son identificados directamente 
cuando presentan violaciones a sus derechos; la pobreza infantil es estima-

4  Por ejemplo, Chile implementa el programa “Chile Crece Contigo”, por lo que pro-
porciona a los niños menores de 5 años el acceso universal a los servicios públicos en los 
ámbitos de cuidado a la salud, educación para la primera infancia, entre otros. Este progra-
ma se basa en la Ley núm. 20.379 en donde se establece que todo niño es tratado como un 
individuo con derechos propios (Ministerio de Planificación, 2009).
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da indirectamente, tomando en consideración a los niños como parte de sus 
hogares, por ejemplo, el programa Oportunidades en México selecciona la 
población objetivo de acuerdo al umbral de pobreza medido por el ingreso 
mensual per cápita y no de acuerdo a indicadores específicos de la infan-
cia que den cuenta de sus carencias sociales (Gordon, 2008; Minujin et al., 
2006; DOF, 2013). No todos los recursos se pueden expresar en términos 
monetarios, existen bienes y servicios públicos distribuidos en áreas que no 
son del mercado y que comprenden igualmente el bienestar social (Ringen, 
1985; Boltvinik, 2000).

Coneval (2010)5 ha desarrollado un índice de medición multidimensio-
nal de la pobreza infantil que involucra el bienestar económico y los dere-
chos sociales. Los resultados se muestran en UNICEF y Coneval (2013) y se 
estima que para 2012 el 76.2% de los niños en México presentaban al me-
nos una carencia social, y por consiguiente señalan que las políticas sociales 
no han sido suficientes para erradicar la privación infantil. Asimismo, se ha 
planteado que la población infantil en pobreza y privación es un conjunto 
heterogéneo que presenta diferentes características, que se encuentran re-
lacionadas con las múltiples facetas de la desigualdad, como: el estatus del 
ingreso, el género, la etnicidad o la ubicación geográfica (UNRISD, 2011). 
Por lo tanto, este estudio propone indagar sobre los factores que se asocian a 
las carencias sociales en la infancia, por ejemplo, un factor determinante es 
el tamaño de la localidad en la que viven los niños en pobreza y privación, 
ya que la incidencia de la pobreza muestra una diferencia de 26% entre lo-
calidades rurales y urbanas, pero esta diferencia se acentúa en 35% cuando 
se trata de carencias por acceso a la seguridad social. De la misma forma la 
población infantil indígena de 0-17 años presenta mayores desventajas con 
respecto al total de la población, es decir, 94% de los niños y niñas indíge-
nas presentan una o más carencias sociales. Por el contrario, el número de 
perceptores de ingresos en el hogar tiende a reducir la pobreza, destaca en 
particular el caso de los hogares donde al menos dos personas están ocu-
padas, ya que esto se asocia a la posibilidad de que los miembros del hogar 
cuenten con seguridad social. Igualmente, el mayor nivel educativo del jefe 
del hogar guarda una relación inversa con respecto a la incidencia de la po-
breza en la infancia, es decir, la cifra de pobreza infantil se reduce de 65% a 

5  El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social en México, fue 
creado con base en la Ley General de Desarrollo Social (LGDS) para la implementación de 
mecanismos institucionales de evaluación y seguimiento de las políticas de desarrollo social 
(Coneval, 2010) .
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37% cuando el jefe del hogar cuenta con secundaria o mayor nivel educati-
vo (UNICEF y Coneval, 2013). 

Por consecuencia, es imprescindible explorar cuáles son los factores aso-
ciados con la privación infantil, con el propósito de conocer no sólo las ca-
rencias sociales que presentan los niños, sino también las condiciones en las 
que ellos viven, y de esta forma proveer los servicios públicos adecuados e 
implementar políticas acorde con el cumplimiento de los derechos del niño. 
Para este análisis se considera el caso de México usando los datos que pro-
porciona el Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la ENIGH (En-
cuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares) 2012, y se estima un 
modelo de regresión logística. Como variable dependiente se toma el índice 
de privación social de la infancia con base en la metodología de medición de 
pobreza desarrollada por el Coneval6 para los niños de edades comprendi-
das entre 3 y 17 años de edad. Esta medida indica si el niño carece con al 
menos uno de este conjunto de derechos sociales, en este caso la variable 
dependiente toma el valor de 1 y toma el valor de 0 cuando el niño no pre-
senta alguna carencia social. Las variables explicativas o factores asociados 
a la privación infantil que fueron significativas en el modelo de regresión 
logística son:

1)	 El género del jefe de hogar que controla si la mujer sostiene el hogar
2)	 El tipo de localidad, urbano o rural.
3)	 La tasa de dependencia que muestra la capacidad de los hogares 

para generar ingresos.
4)	 Las beneficios (transferencias monetarias) provenientes de progra-

mas gubernamentales, incluido se encuentra el programa Oportu-
nidades. 

5)	 El nivel educativo del jefe de hogar.
6)	 El número de perceptores de ingreso en el hogar.

(El apéndice 1 muestra la construcción operativa de las variables).

6  Para la construcción de la variable dependiente, se consideraron indicadores específi-
cos de la infancia, tales como el acceso a los alimentos y el nivel de instrucción, sin embargo, 
el acceso a la salud, seguridad social, indicadores de la calidad y cantidad de la vivienda se 
definen de acuerdo con el acceso de los hogares.
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Cuadro 2. Modelo logístico: coeficientes beta, significancia 
y las razones de momio de presentar privación infantil 

Variables βi Razones de 
momio

p>|z|

Constante 2.733 15.385 0.000

Género del jefe del hogar .082 1.085 0.001

Tipo de localidad 1.033 2.810 0.000

Tasa de dependencia .215 1.240 0.000

Beneficios gubernamentales .000 1.000 0.000

Nivel educativo del jefe del hogar -.318 0.728 0.000

Número de perceptores de ingreso -.138 0.871 0.000

Fuente: modelo estimado con base en datos de la encuesta ENIGH 2012.
Nota: el nivel de significancia de los regresores es P<0.05.

Se observa en el cuadro 2 que los coeficientes βi de la regresión son 
significativos y de acuerdo al signo de los mismos se indica la relación direc-
ta o inversa, que existe entre los diferentes factores asociados y la variable 
dependiente (privación infantil). Asimismo, las razones de momios estima-
das muestran la razón de probabilidades de experimentar privación infantil 
frente a no presentarla, dado un determinado factor de riesgo y mantenién-
dose todo lo demás constante. Obsérvese la gráfica 1, la cual nos permite 
identificar que cuando el intervalo de confianza para las razones de momios 
cae en 1 significa que no existe diferencia en la ocurrencia de presentar 
privación infantil frente a la no ocurrencia dado un factor de riesgo; pero 
cuando el intervalo rebasa 1 significa que se incrementa dicha ocurrencia, 
por el contrario, un valor menor a 1 significa que ésta se reduce (Morris y 
Gardner, 1988) (el apéndice 2 muestra los valores de los intervalos). Por lo 
tanto, las razones de momios reflejan una mayor probabilidad de incidencia 
de que aquellos menores de 18 años presenten privación infantil cuando vi-
ven en zonas rurales con respecto a los que viven en zonas urbanas. Igualmen-
te, la ocurrencia del evento se incrementa, pero en menor medida por cada 
persona adicional en el hogar que sea considerada como no económicamente 
activa, y cuando los niños viven en hogares donde hay mujeres jefas de familia 
que cuando los hombres son los jefes de familia. 
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Gráfica 1. Intervalos de confianza para las razones de momios 
de experimentar privación infantil

Fuente: elaboración propia con base en resultados obtenidos del modelo logístico 
estimado para obtener las razones de momios de presentar privación infantil y con 
datos que proporciona la ENIGH 2012. 

Por el contrario, el número de perceptores de ingreso y el nivel de instrucción 
adicional del jefe del hogar son factores que inciden en la disminución de la priva-
ción infantil en México. Sin embargo, los beneficios gubernamentales medi-
dos como transferencias monetarias no inciden en el aumento o disminución 
de las carencias sociales en la infancia. Esto corrobora que para la erradica-
ción de la privación infantil se requiere que el Estado cumpla con la provisión 
de los servicios públicos asociados a los derechos del niño, con política social 
universal y ésta debe implementarse considerando no sólo las carencias socia-
les que presentan los niños, sino también el entorno en el que viven, es decir, 
considerando los factores de mayor riesgo.

IV. Modelo de política social comparada y derechos del niño 
para la erradicación de la pobreza infantil en América Latina

El modelo comparativo que se presenta en esta sección es resultado 
de la revisión de los sistemas de protección social y de algunas cuestiones 
sobre el marco jurídico para la aplicación de los derechos del niño en los 
países de América Latina. Teorizar los procesos de diseño e implementa-
ción de las políticas sociales para combatir la pobreza en América Latina 
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implica profundas reflexiones sobre la relación entre los derechos del niño, 
los mecanismos de política para el cumplimiento de los mismos, su relación 
con la pobreza y la privación social; así como la evaluación de los estudios 
empíricos con respecto a los regímenes de protección social y programas de 
asistencia social que se hayan implementado en AL. Tag (2013) señala la im-
portancia del desarrollo de estrategias de análisis, por lo que en este estudio 
se plantean algunas directrices para los países de América Latina con el fin 
de ayudar a encontrar mecanismos viables para la aplicación de las políticas 
de lucha contra la pobreza infantil y garantizar los derechos en la infancia.7

Las estrategias para implementar los esquemas de protección social 
para el cumplimiento de los derechos de los niños pueden tomar caminos 
diferentes en cada país. Varios estudiosos han clasificado a los países de 
América Latina de acuerdo a los esquemas de protección social y el rol del 
Estado en la implementación de las políticas de la lucha contra la pobre-
za, conocidos como “tipologías de regímenes de bienestar”. Filgueira et al. 
(2002) identifican en Uruguay y Chile la capacidad de sus Estados de asumir 
compromisos para beneficiar a sus ciudadanos sobre la base de un contenido 
de derechos; su sistema de protección social se identifica como un sistema de 
seguridad social universal y como un tipo de sistema de bienestar incremental, respec-
tivamente. Chile comenzó en la década de 1990 con un sistema neoliberal e 
implementó un tipo de esquema social centrado en grupos de personas que 
viven en pobreza extrema; su sistema es incremental porque actualmente se 
encuentra expandiendo su esquema de protección social sobre la base de la 
ciudadanía, implementa programas de asistencia social para los grupos más 
vulnerables y de tipo universal centrado en la primera infancia en el área de 
salud, educación, discapacidad, bienestar para la comunidad, entre otros, a 
través de su legislación nacional (Ministerio de Planificación, 2009).8 Robles 
(2009) identifica tres componentes importantes en estos dos países: asisten-
cia social, seguridad social y regulación de los mercados de trabajo; a través 
de esta perspectiva, el Estado es capaz de coordinar el suministro de los ser-
vicios públicos incorporando marcos normativos y legales que soportan los dere-

7  Tag (2013) se basa en la idea de la teorización para la difusión y cita a Strangy Meyer 
(1993), quienes argumentan que las entidades sociales, los individuos, las organizaciones y los 
estados se construyen en la política mundial como actores modernos en formas teóricamente 
complejas, estandarizadas y comparables, por lo que estas formas teorizadas ganan legitimi-
dad (Tag, 2013: 32). Teorizar los procesos de política social para implementar políticas más 
adecuadas, permite a la sociedad y al Estado, influir en las diferentes instituciones para hacer 
cumplirlos derechos del niño.

8  El programa es Chile Crece Contigo, el cual es un programa para la primera infancia, 
creado bajo la Ley núm. 20.379 que ampara los derechos del niño (Ministerio de Planifica-
ción, 2009).
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chos sociales establecidos en la Convención CDN. En general los países de 
AL han incorporado en su legislación interna el marco de los derechos del 
niño, sin embargo, en la región del Caribe existen restricciones debido a que 
los tratados internacionales de derechos humanos no son plenamente apli-
cables en el derecho interno en estos países, a pesar de su ratificación por 
los Estados-nación caribeños. Haití es la excepción, ya que su Constitución 
reconoce que los tratados internacionales ratificados por el Estado deben 
ser incorporados en la ley (Morlachetti, 2010, 2013).

Por otra parte, Filgueira (1998) también identifica dos tipos de sistemas 
de seguridad social y regímenes de bienestar que no son universales: los dua-
les y los excluyentes. México y Brasil se pueden clasificar dentro de los regí-
menes duales, ya que son heterogéneos en la distribución de los recursos, lo 
que implica diversidad para la implementación de planes de protección so-
cial, como formas estratificadas en zonas urbanas y formas de exclusión en 
áreas rurales. Los regímenes de exclusión están representados por Bolivia, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y República Do-
minicana, donde existen grupos específicos o de élite que son seleccionados 
como beneficiarios, según Martínez (2008), estos se pueden clasificar como 
Estados residuales caracterizados por una inexistente redistribución pública 
de los recursos. 

Con base en la experiencia latinoamericana se pueden deducir algunas 
estrategias para transitar a un sistema integral de protección social, que han 
sido definidas desde la década de los noventa por la CEPAL (2006), como lo 
es la puesta en marcha de un pacto social y fiscal, que incluye el desarrollo 
de instituciones sociales con objetivos de equidad, solidaridad y eficiencia, y 
que se puedan materializar en la legislación nacional y en las políticas públi-
cas. Norton et al. (2009) agregan la supervisión de la aplicación de derechos 
sociales dentro de la política social, lo cual implica informar a los ciudada-
nos acerca de sus derechos sociales, beneficios y normas obligatorias, de tal 
manera, menciona Robles (2009) que los derechos básicos sean explícitos, 
garantizados y exigibles, lo cual es compatible con la idea de justiciabilidad 
de los derechos.

El cuadro 3 sintetiza los elementos discutidos en este apartado sobre el 
análisis de los esquemas de protección social de algunos países de Latinoa-
mérica y se comparan con respecto a porcentajes de gasto social e inciden-
cia de la pobreza infantil; asimismo se nombran las leyes nacionales que 
estipulan los derechos del niño y por lo cual reconocen en su legislación lo 
establecido en la CDN. Se seleccionaron algunos países de acuerdo a niveles 
bajos, medios y altos de pobreza en la infancia, como medida de privaciones 
moderadas y severas:
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Cuadro 3. Modelo de política social comparada 
y los derechos del niño en América Latina

País
Tipo de esquema de protección social*

Esquema universal

Costa Rica

Gasto social 
como % del PIB 

2011**

Incidencia de la 
pobreza infantil 

(%)
2011***

Leyes promulgadas para el respeto de los 
derechos sociales del niño

23 20
-Ley 7739 Código de la Niñez y la Adolescencia 
(1998)

Chile 

14 16
-Ley 20.032 Sistema de Atención a la Niñez y 
Adolescencia

Uruguay

23 19
-Ley N 17823 Código de Niñez y Adolescencia 
(2004)

Esquema dual

Brasil

26 34
-Ley 8.242 (1991) y Decreto 5089 (2004) Con-
sejo Nacional de Derechos del Niño y del Ado-
lescente (CONANDA)

México

12 38
-Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes (2000)

Esquema excluyente

Ecuador

9 41 -Código de la Niñez y Adolescencia, Ley 100 
(2003)

Honduras

11 63 -Código de la Niñez y la Adolescencia (1996)

Fuente: elaboración propia con base en CEPAL, 2013: 101; CEPAL, 2012: 173; 
Morlachetti, 2013, y Filgueira et al., 2002. 

*  La clasificación de los regímenes de protección sociales de acuerdo a Filgueira et al. 
se consideran Costa Rica y Chile en el esquema universal ya que implementan sistemas de 
protección social integrales.
**  El gasto social para Brasil se refiere a 2010.

***  La pobreza infantil se mide en relación con la privación infantil moderada y extrema. 
La incidencia de pobreza infantil para México y Honduras es de 2010.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/ZuOux3

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales



150 YEDITH GUILLÉN FERNÁNDEZ

Si se considera el gasto social como un componente indispensable para 
la realización del principio de progresividad establecido en la CDN (artícu-
lo 44), se observa que aquellos países que han implementado esquemas de 
protección universal y destinan un porcentaje importante de gasto social 
como proporción del PIB cumplen con este objetivo, ya que muestran nive-
les más bajos de pobreza infantil, como el caso de Costa Rica, Chile y Uru-
guay con una incidencia promedio de pobreza infantil de 18% y un gasto 
social promedio de 20% en 2011. Brasil y México conforman el esquema 
dual y para estos países se observa una incidencia de pobreza infantil del 
36% en promedio, pero un nivel de gasto social distinto, cabe destacar que 
Brasil presenta altas tasas de pobreza rural con respecto a los países de la re-
gión, 82% con respecto a 61% observada para México (CEPAL, 2013: 196); 
sin embargo, México presenta niveles de gasto social similares a Ecuador y 
Honduras que han implementado esquemas de protección social excluyen-
tes y revelan niveles altos de pobreza infantil. La provisión de los bienes y 
servicios públicos para el cumplimiento de los derechos básicos de los ni-
ños depende también de mecanismos de transparencia y eficiencia para la 
puesta en marcha de la política social. Por consiguiente, se plantea estable-
cer un compromiso entre los países de América Latina que han ratificado 
la Convención para que se implementen las medidas de evaluación de los 
esquemas de protección social de acuerdo con el principio de progresividad.

V. Conclusiones

Finalmente, se dará respuesta a las preguntas de investigación plantea-
das en este estudio. En primer lugar, se reconoce que la pobreza en la in-
fancia es la violación de los derechos de los niños, la forma para evitar que 
los niños presenten privaciones sociales es mediante la implementación de 
sistemas de protección social universal en Latinoamérica que permitan la 
provisión de los bienes y servicios públicos para todos los niños, con el fin de 
cumplir con los derechos básicos de nutrición, agua y saneamiento, acceso 
a servicios básicos de atención a la salud, vivienda, educación, participación 
y protección, definidos por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
(UNGA) y establecidos en la CDN. La evidencia muestra que la implemen-
tación de los programas de TMC y focalizados en la región no han redu-
cido la pobreza infantil y privaciones en la infancia. Por el contrario, las 
experiencias de países como Chile, Uruguay y Costa Rica muestran bajos 
niveles en la incidencia de pobreza y privación infantil y se destacan por la 
implementación de esquemas de protección social universal que se orien-
tan al cumplimiento de derechos. Igualmente, se propone que la política 
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de combate a la pobreza se diseñe de acuerdo a indicadores específicos del 
niño que den cuenta de sus carencias sociales y de la presencia de factores 
de riesgo asociados a la privación infantil, como son el entorno rural, una 
tasa de dependencia alta y un nivel educativo bajo del jefe de hogar, ya que 
estos factores muestran estar relacionados de manera importante con la ca-
rencia de los servicios públicos.

Asimismo, se concluye que la erradicación de la pobreza infantil no 
podrá lograrse si no se trabaja en los mecanismos de política social y jurí-
dicos necesarios para la construcción de la ciudadanía de los niños, y por 
ende para el respeto de sus derechos. Se recomienda también que los países 
miembros de la CDN lleven a cabo iniciativas progresistas que puedan con-
verger a una cobertura universal de los derechos de la infancia, mediante 
mecanismos de recaudación y redistribución de impuestos y de solidaridad, 
así como la provisión de seguridad social y transferencias sociales. Los as-
pectos de política comparada analizados en la región latinoamericana per-
mitieron distinguir que aquellos países como Costa Rica, Chile y Uruguay 
que muestran los niveles de pobreza más bajos de LA han implementado 
esquemas de protección social universal sustentados en códigos para la in-
fancia donde se reconocen los derechos del niño; es necesario que los Esta-
dos miembros de la CDN reconozcan en sus marcos legales nacionales estos 
derechos para que puedan ser respetados e incorporados a la política social 
en todos sus niveles, y de manera que el niño o en su nombre se reclamen 
los derechos sociales que le corresponden como ciudadano y cumplir con la 
idea de justiciabilidad de los derechos básicos. 
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VII. Apéndice

Cuadro 1. Modelo de regresión logística. Definición operacional de las variables

Variable dependiente Operacionalización de las variables

Probabilidad de presentar privación en 
la infancia

Dummy 
1 = Privación infantil (el niño presenta 
al menos una carencia social)
0 = Otro caso

Variables independientes*

Género del jefe del hogar 1= Si el jefe del hogar es mujer
0 = Si el jefe del hogar es hombre

Tipo de localidad 0 = Urbano
1 = Rural

Tasa de dependencia Número de personas en edad de 0 a 
14 años y aquéllas en edad de 65 años 
y más, entre el número de personas en 
edad de 15 a 64 años

Beneficios gubernamentales Beneficios provenientes de programas 
gubernamentales (transferencias mone-
tarias)

Nivel educativo del jefe del hogar 1 = sin instrucción
2 = preescolar
3 = primaria incompleta
4 = primaria completa
5 = secundaria incompleta
6 = secundaria completa
7 = preparatoria incompleta
8 = preparatoria completa
9 = profesional incompleta
10 = profesional completa
11 = posgrado

Número de perceptores de ingreso del 
hogar

Variable discreta

Fuente: elaboración propia con base en el Módulo de Condiciones Socioeconómi-
cas de la encuesta ENIGH 2012.

*  Otras variables independientes fueron ajustadas al modelo: el género de los ni-
ños, el ingreso familiar por sectores agrícola y no agrícola. Estas variables no fueron 
estadísticamente significativas, por lo que fueron retirados del modelo para evitar la 
pérdida de grados de libertad y de mantenerla parsimonia en el modelo.
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Cuadro 2. Intervalos de confianza para las razones 
de Momios de experimentar privación infantil

Factores asociados Exp (β)

Intervalo de confianza para 
Exp (β)

Inferior Superior

Nivel educativo jefe del hogar 0.728       0.722 0.734

Número de perceptores ingresos en 
el hogar

0.871 0.849 0.893

Beneficios gubernamentales 1.000 1.000 1.000

Género del jefe hogar (mujer vs. 
hombre)

1.085 1.033 1.140

Tasa de dependencia 1.240 1.203 1.278

Localidad (rural vs. urbano) 2.810 2.651 2.980

Fuente: elaboración propia con base en resultados obtenidos del Modelo Logístico 
estimado para obtener las razones de momios de presentar privación infantil y con 
datos que proporciona la ENIGH 2012.

Nota: los intervalos de confianza se estimaron al 95%.
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